ACTA n.° 04-2012

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las nueve horas, treinta minutos del 27 de noviembre del año dos mil doce. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial;  quien preside; la Licda. Marta Iris Múñoz Cascante, jefa de la Defensa Pública; el M.Sc. Mayra Campos Zúñiga, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria ejecutiva de la Escuela Judicial.   

Invitados: La Licda. Olga Fallas Ulloa, el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, de la Defensa Pública y el M.Sc. Luis Humberto Villalobos Oviedo, del Ministerio Público. 

Ausentes:  La Mag. Ana Virgina Calzada Miranda, presidenta,  el Lic. Francisco Segura Montero, director general a.í. del Organismo de Investigación Judicial; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe de la Dirección de Gestión Humana.
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ASUNTOS

1. Aprobación del acta n.º 03-2012 del 01 de junio 2012.

2. Oficio 004-CP/EJ-2012 del 03 de octubre del 2012, sobre el acuerdo tomado por la Comisión de Publicaciones,  en la sesión N° 01-2012, del  veintisiete de setiembre de dos mil doce,  referente a la solicitud de derogación del Reglamento de la Comisión de Publicaciones y la solicitud de la Creación de un Consejo Editorial de la Escuela Judicial, que dice “SE ACUERDA: Solicitar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que apruebe la creación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial.  Por lo tanto, si el Consejo Directivo crea dicho consejo, se comisiona al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que comunique al pleno de la Corte Suprema de Justicia sobre la solicitud de derogatoria del Reglamento de la Comisión de Publicaciones.  ACUERDO FIRME.”  

3. Informe del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, sobre la investigación que lleva a cabo la Auditoría Judicial en relación con el manejo de la Caja Chica de la Escuela Judicial por parte de la anterior Administración.

4. Planes de Capacitación 2013 de la Escuela Judicial, del Ministerio Público, de la Defensa Pública, Dirección de Gestión Humana y de la Unidad de Capacitación del O.I.J.

5. Informe sobre virtualización curso Ciencias Forense y Medicina Legal.

6. Recurso de apelación de los estudiantes del Programa Básico del O.I.J LXII (charlas documentos dudosos, biología, bíoquimica análitica. (Se adjunta EJ-CAP-337-2012-Kattia de la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J.

7. Recurso de Apelación contra resolución dictada en procedimiento disciplinario académico. EJ-EXPDISC ACAS-01-2012 contra Juan Carlos Wintter Aguero. Se adjunta documentos.

8. Solicitud de remisión “Informes de Labores 2012”

9. Asuntos Varios.
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ARTÍCULO I

Se aprueba el acta n.º 03-2012 del 01 de junio 2012. 
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ARTÍCULO II

La Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial, en oficio N° 004-CP/EJ-2012, del 03 de octubre de 2012, suscrito a los integrantes de Consejo Directivo, indica lo siguiente:

“Les transcribo el acuerdo tomado por la COMISION DE PUBLICACIONES,  en la sesión ordinaria  N° 01-2012, celebrada el  veintisiete de setiembre de dos mil doce, que literalmente dice:

“ARTICULO III

Se sometió a la consideración de las y los presentes, el borrador elaborado por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, para la  solicitud ante la Corte Suprema de Justicia de la derogación del Reglamento de la Comisión de Publicaciones y la solicitud ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, de la Creación de un Consejo Editorial de la Escuela Judicial, que dice:

INFORME SOBRE LA SUBSISTENCIA 

DE LA COMISIÓN DE PUBLICACIONES DEL PODER JUDICIAL

Antecedentes

En la sesión de Corte Plena de 12 de marzo de 1981, a iniciativa del entonces Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Ulises Odio Santos, se dicta el “Reglamento para la Comisión de Publicaciones del Poder Judicial”, el cual crea y rige la forma y funciones que tendrá la Comisión. Esta fue creada con la finalidad de cumplir tres objetivos generales como los son:

a.- Estimular la producción jurídica mediante el otorgamiento de un premio.

b.-  Controlar y coordinar todas las publicaciones del Poder Judicial.

c.- Autorizar gastos de la cuenta de la revista judicial para publicaciones del Poder Judicial y compra de libros para la biblioteca.

Las funciones encomendadas a la Comisión de Publicaciones en el artículo 3 de su reglamento son:

a.- Llevar un registro anual de las publicaciones efectuadas por el Poder Judicial.

b.- Recomendar al Director de la Revista Judicial la publicación de artículos o trabajos de interés para las Ciencias Jurídicas.

c.- Coordinar con el Jefe de la Biblioteca la distribución, difusión e intercambio, de la Revista Judicial.

d.- Estimular y promover entre los funcionarios judiciales la elaboración de trabajos escritos que revisten trascendencia y tengan valor científico, recomendando publicación en la Revista Judicial.

e.- Coordinar con el Jefe del Digesto la publicación de la jurisprudencia de los diversos tribunales de la República.

f.- Recomendar la publicación de obras, tesis de graduación, Leyes o Códigos, y trabajos escritos en general de utilidad o beneficio para el Poder Judicial.

g.- La Comisión podrá recomendar a la Corte Plena anualmente un reconocimiento al autor del artículo o trabajo publicado que juzgue de mayor mérito. (así reformado mediante acuerdo de Corte Plena del 14-03-88, art.XXVII).

La Corte Plena, en sesión N°03-06, celebrada el 27 de febrero de 2006, artículo XIII, aprobó el “Reglamento de reconocimientos otorgados por el Poder Judicial” e incluye en su capítulo III, artículo 22 el reconocimiento ”Ulises Odio Santos” y en su artículo 5° establece la creación de un tribunal para el otorgamiento de éstos, razón por la cual se dejó sin efecto lo indicado en el inciso f) anterior.

Integración de la Comisión Publicaciones

De acuerdo con el artículo 2 de su Reglamento, estará integrada por las jefaturas de la Proveeduría Judicial, la Biblioteca Judicial, el Departamento de Publicaciones e Impresos y del Digesto de Jurisprudencia, así como por quienes dirijan la Escuela Judicial y la Revista Judicial. El presidente de la Comisión será el Director o Directora de la Escuela Judicial.

Razones para la derogación de Reglamento de la Comisión de Publicaciones

Las competencias asignadas a la Comisión son actualmente realizadas por otros órganos, tales como la Escuela Judicial, la Biblioteca Judicial y la Comisión de Premios. Los temas de orden meramente administrativo, tales como el manejo de los fondos provenientes de la venta de la Revista Judicial, deben ser asumidos por las instancias administrativas correspondientes, sin que deban ser conocidas por un órgano colegiado como la Comisión de Publicaciones.

Creación de un Consejo Editorial de la Escuela Judicial

Mediante acuerdo ___, de fecha ____, artículo ______, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial dispuso la creación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial, encargado de:

· Revisar la calidad del contenido de todas las obras que publique la Escuela Judicial.

· Aprobar o improbar los contenidos propuestos para su respectiva publicación.

·Supervisar la calidad de la presentación de las publicaciones, la imagen gráfica, entre otros.

· Recomendar medios para la difusión de las obras publicadas por la Escuela Judicial.

· Recomendar las regulaciones necesarias para salvaguardar los derechos morales de los autores y patrimoniales de la Escuela Judicial en las publicaciones que ésta última realice.

Apoyar la labor de otras instancias de Poder Judicial para la publicación de obras de interés institucional.

·Otras labores que se le asignen.

Queda claro que, con la creación del Consejo Editorial y la comisión de Premios, ya no resulta necesaria la subsistencia de la Comisión de Publicaciones, por lo que atentamente se les solicita la derogatoria de su reglamento.

Asimismo, se le solicita a la Corte Suprema de Justicia disponer que, en adelante, los recursos generados por la venta de la Revista Judicial, serán administrados por la Biblioteca Judicial para la compra de libros y otras publicaciones.
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Se da un intercambio de opiniones acerca de la derogatoria del Reglamento que crea la Comisión de Publicaciones:

0-

SE ACUERDA: Solicitar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que apruebe la creación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial.  Por lo tanto, si el Consejo Directivo crea dicho consejo, se comisiona al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que comunique al pleno de la Corte Suprema de Justicia sobre la solicitud de derogatoria del Reglamento de la Comisión de Publicaciones.  ACUERDO FIRME.”  

0-

Se da una amplia discusión acerca de la creación del “Consejo Editorial de la Escuela Judicial”.
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SE ACUERDA: Aprobar  la creación del “Consejo Editorial de la Escuela Judicial”, sin perjucio de que cada Unidad de Capacitación mantenga su propio Consejo Editorial.  De igual manera, en una próxima sesión extraordinaria, se someterá a la consideración de este Consejo, la propuesta  de conformación para su porterior remisión a la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial expresó que era lamentable tener que informar a los presentes sobre el siguiente tema:

Comunicó que a finales del 2011, el ex-administrador de la Escuela Judicial, se acogió a la jubilación.  En atención a una petición de por parte de la Escuela Judicial,  poco tiempo después se inició con el proceso de revisión de la documentación por parte de la Auditoría Judicial,  en donde se descubrieron unos manejos irregulares en la Caja Chica que administraba la anterior Administración. 

El Sr. Marvin Carvajal explicó que se reunió con la Mag. Ana Virginia Calzada presidenta de este Consejo, para comunicarle sobre dicha situación y de su intensión en informar a los demás integrantes de este Consejo sobre el anterior proceso de investigación, pese a que todavía no se cuenta con el informe final de la Auditoría. Indicó que este asunto también trascendió de la esfera administrativa al Ministerio Público, en donde actualmente se investigan los hechos. 

Manifestó que la dirección y subdirección de la Escuela Judicial han establecido una serie de controles, inclusive la creación de una Comisión de Presupuestos desde el 2010, con el fin de fiscalizar adecuadamente, pero que quizás se dio mayor énfasis en las grandes erogaciones en donde se pensó que podría haber mayor vulnerabilidad, y no en lo relativo a las boletas de viáticos, facturas por compras de desayuno para reuniones, entre otros,  que fue donde se detectarón las fallas. 

Expresó que actualmente se han establecido controles adicionales. Además, que tanto la Dirección, la Subdirección y la nueva Administración, se capacitaron en el manejo de la caja chica y del presupuesto; que ahora se revisa cada reintegro factura por factura. 

La Sra. Marta Iris Muñoz Cascante expresó su estima por el ex-administrador de la Escuela Judicial e indicó que fue un gran colaborador de la Defensa Pública. Por otra parte, manifestó que teniendo en consideración el principio de inocencia y de que al parecer no hay una acusación claramente planteada y un monto determinado, se encuentra en desacuerdo con las actuaciones del Ministerio Público hacia un ex-funcionario, en donde ya no cita a la persona para investigar, sino que se procede de inmediato con su detención, esposándolo y exponiéndolo ante los medios de Prensa, quienes aprovecharon y hacieron un escándalo público del asunto.

-0-

SE ACUERDA: Tomar nota de lo informado por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y de lo anteriormente manifestado por la Licda. Marta Iris Muñoz Cascante. 
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ARTÍCULO IV

Se sometió a consideración de los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela, el siguiente Plan de Capacitación 2013, del Organismo de Investigación Judicial, del Ministerio Público, de la Dirección de Gestión Humana, de la Defensa Pública y de la Escuela Judicial:

La Licda. Mayela Pérez Delgado del Ministerio Público, en correo electrónico del miércoles 14 de noviembre de 2012, indica lo siguiente:

Enviamos el plan anual de capacitación 2013 (con una pequeña modificación) de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público. Favor tener como definitivo esta versión del Plan Anual.
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La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública de San José, en correo electrónico del martes 06 de noviembre de 2012, indica lo siguiente:

Con instrucciones de doña Olga Fallas Ulloa, se remite el Plan de Capacitación 2013 para la Defensa Pública. 
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El M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe de la Dirección de Gestión Humana, en oficio 529-CAP-2012 del 31 de octubre del 2012, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director Escuela Judicial, indica lo siguiente:

En respuesta a su estimable oficio n° EJ-DIR-192-2012, con fecha 05 de octubre de 2012, nos permitimos remitir el Plan de Capacitación para el 2013, con la planificación y oferta de acciones formativas del Subproceso de Gestión de la Capacitación.
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La MSc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en correo electrónico del miércoles 31 de octubre de 2012, indica lo siguiente:

En atención al oficio EJ-DIR-192-2012, adjunto el Plan Anual para el año 2013, de esta Unidad de Capacitación.
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la  Escuela Judicial, en correo electrónico del miércoles 31 de octubre de 2012, indica lo siguiente:

Se adjunta el Plan Anual de Capacitación 2013 de la Escuela Judicial.
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SE ACUERDA: Aprobar los planes de capacitación del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Dirección de Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial y de la Escuela Judicial para el 2013. Comuníquese al Consejo Superior para su aprobación. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

Referente a la  aprobación de los planes para el 2013, se sugirió que la Defensa Pública, el Ministerio Público y la Escuela Judicial unan esfuerzos para ejecución del Ciclo Iberoamericano de conferencia sobre “Penal Juvenil ” por ser un tema de interés común.

El Sr. Rafael Sanabria Rojas, recomendó a la Defensa Pública y al Ministerio Público que se tenga en consideración una charla introductoria, ciclo conferencia ó la elaboración de un manual sobre “Acción Civil” para las personas de nuevo ingreso.

De igual manera,  la Defensa Pública manifestó su interés en los cursos de la Escuela Judicial respecto a  la especialización en Familia y en Laboral. También, agradecen al Organismo de Investigación Judicial  por la colaboración brindada a lo largo de estos años en el curso para investigadores y reiteron su interés en cuanto a cupos para el 2013. 

El Dr. Marvin Carvajal indicó que la Escuela está en la mejor disposición de colaborar con la Defensa Pública en referente los cursos de la Escuela Judicial. 
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SE ACUERDA: Se tomar nota lo anterior y que los antes mencionados entren en contacto para coordinar la viabilidad de estas capacitaciones y recomendaciones.  ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO VI

El Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, en oficio EJ-ACAD-042-2012 del 26 de noviembre del 2012, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director Escuela Judicial, indica lo siguiente: 

Por su medio hago del conocimiento del estimable Consejo Directivo, la situación actual del proceso de virtualización del Curso de Medicina Legal y Ciencias Forenses, trabajo que se iniciara a partir de agosto del presente año.

I.- Integración del grupo de trabajo: Este grupo de trabajo fue designada por las jefaturas de las unidades de capacitación y de la Escuela Judicial. En el caso de las personas especialistas en contenidos, su designación surgió por parte de la jefatura de los respectivos departamentos del OIJ.

• Unidad de capacitación de la Defensa Pública: Juan Carlos Morales Jiménez y Kattia Araya Góchez.

• Unidad de Capacitación del Ministerio Público: Luis Humberto Villalobos Oviedo y Hulda Chinchilla Rizo.

• Escuela Judicial: Gustavo Céspedes Chinchilla y Carlota Arauz García.

• Departamento de Ciencias Forenses: Mauricio Chacón Hernández.

• Departamento de Medicina Legal: Sandra Solórzano Herrera.

• Sección de Investigaciones Oculares y Recolección de Indicios: Ernesto Durán Castro.

II.- Áreas temáticas seleccionadas para el proceso de diseño: A partir de las reuniones de trabajo iniciales, se analizó las diferentes necesidades de capacitación que resultan comunes para las/os juezas/ces, fiscalas/es y defensoras/es. Y se determinaron las siguientes:

• Organización, funcionamiento, procedimiento y dictámenes del Departamento de Ciencias Forenses.

• Organización, funcionamiento, procedimiento y dictámenes del Departamento de Medicina Legal.

• Procedimiento de recolección de indicios.

• Manejo de la cadena de custodia.

III.- Tipo de actividad a desarrollar: Tal y como fuera acordado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en su oportunidad, el proceso de diseño estará centrado en el desarrollo de un curso eminentemente virtual, sin descartar cierto grado de presencialidad en aquellos casos en los cuáles resulte estrictamente necesaria la asistencia de las personas participantes.

IV. Acciones realizadas: A partir de la definición de la temática a desarrollar, así como del enfoque de la capacitación, se conformaron subgrupos de trabajo para el avance en la propuesta de los objetivos de aprendizaje y contenidos necesarios a cubrir en el curso. En ese sentido los subgrupos de trabajo son:

• Medicina legal: Sandra Solórzano Herrera, Juan Carlos Morales Jiménez y Kattia Araya Góchez.

• Ciencias Forenses: Mauricio Chacón Hernández, Luis Humberto Villalobos Oviedo y Hulda Chinchilla Rizo.

• Recolección de indicios y cadena de custodia: Ernesto Durán Castro, Gustavo Céspedes Chinchilla y Carlota Arauz García.

A la fecha ya se socializaron los avances de cada uno de los subgrupos de trabajo y se han realizado revisiones y observaciones.

V. Acciones a realizar: De previo a continuar con las fases de: determinación de estrategias de aprendizajes, definición de los recursos didácticos requeridos, producción multimedia y virtualización de productos, resulta necesario que este Consejo Directivo se pronuncie acerca del momento oportuno para realizar un proceso de validación por parte de un grupo de jueces/za, fiscales/as y defensores/as con experiencia en esas funciones, sobre los objetivos y contenidos que el grupo de trabajo ha elaborado.

Ello por cuanto a lo interno del equipo existen dos propuestas metodológicamente opuestas entre sí:

 • A.- Realizar un taller de validación de previo a entrar a las fases de definición de estrategias de aprendizaje y producción multimedia.

• B.- Finalizar todo el proceso de diseño, realizar una primer oferta del curso y que esa primer oferta sirva de proceso validación.
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El Dr. Marvin Carvajal indicó que en cuanto al proceso de virtualización del curso de Medicina Legal y Ciencias Forenses, actualmente se trabaja en forma coordinada mediante la conformación de subgrupos de trabajo, para el desarrollo de dicho curso. También agregó que este es un ejemplo de como se debe trabajar para futuras actividades de interés común. De igual manera,  comunicó que para el segundo semestre 2013 esta prevista la ejecución del mismo, por lo que espera poder comunicar su fecha de inicio a este en una próxima sesión de este Consejo.

SE ACUERDA : Toma nota de lo anteriormente indicado. 
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ARTÍCULO VII

Se sometió a consideración de los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela, el Recurso de Apelación de los estudiantes del Programa Básico del O.I.J LXII, que dice:
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La M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J, en oficio EJ-CAP-337-2012 del 12 de noviembre del 2012, suscrita al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

“En respuesta a la nota ANEJUD-0301-2012, donde el señor Francisco Gutiérrez Vivas, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales ANEJUD,  solicita en representación de las personas participantes del LXII Programa Formación Básica  que se valore cualquier acto que venga en detrimento o afectación, a continuación le detallo:

A lo largo del desarrollo del LXII Programa Formación Básica en Investigación Criminal; las decisiones tomadas durante este proceso de capacitación,  especialmente en lo que a la materia de Ciencias Forenses se refiere, más que perjudicar a las personas participantes ha nacido la intención de buscar un beneficio en el aprendizaje de quienes lo integran.

Lo escrito refleja, en síntesis, lo realizado desde que inició el curso de Ciencias Forenses a la fecha:

El primer día lectivo, año 2012, se explica a todas las personas participantes del LXII Programa Formación Básica en Investigación Criminal los requerimientos, los deberes y los derechos que como estudiantes tienen. Asimismo, ese mismo día, se entrega un planificador con los detalles del programa, algunos materiales didácticos y cómo se procede durante su desarrollo, entre esas explicaciones está el sistema de evaluación de cada una de las materias. 

La materia de Ciencias Forenses está compuesta por ocho módulos. Cada uno de los módulos representa una sección de los laboratorios de Ciencias Forenses, por lo tanto, los aspectos de recolección, embalaje, cadena de custodia, transporte, entre otros, son elementos esenciales de cualquier sitio del suceso y debe dominarse la administración y manejo de los diferentes indicios que en el sitio se encuentren. Consecuentemente, las competencias que se deben adquirir por módulo, aunque se integren, deben ser independientes, ya que cada uno maneja diferentes indicios. Cada módulo lo imparten los peritos y especialistas de cada área o materia, quienes en su mayoría conforman jefaturas de sección o subjefaturas Departamentales del Laboratorio de Ciencias Forenses, ya que su experiencia  y profesionalismo permite que formen el equipo de facilitadores que nos apoyan en este proceso de aprendizaje.  

Por error, se informa a las personas participantes que en los módulos de Ciencias Forenses no se les va a evaluar, sin embargo, por reglamento de la Escuela Judicial, el Programa de Formación Básica es de aprovechamiento, razón por la cual debe existir un sistema de evaluación. 

La coordinadora del programa visita cada una de las aulas y de manera verbal aclara el error. Explica el sistema de evaluación y entrega el cronograma de exámenes. 

Se programan y aplican las evaluaciones de cada uno de los módulos de Ciencias Forenses. En total se evalúan ocho módulos.

De los ocho módulos, el 100% de la población participante aprueba: Pericias Físicas, Ingeniería, Fotografía Forense y Documentos Dudosos. Un bajo porcentaje de la población debe ir a examen extraordinario de Biología Forense, Bioquímica, Toxicología o Química. 

A pesar de que la materia de Ciencias Forenses es una sola, como ya se explicó, la misma está compuesta por ocho módulos. Cuando una persona reprueba uno de los módulos, se envía a examen extraordinario con el fin de que sea menos la materia que deben estudiar, ya que, si por una u otra razón pierden la materia, las personas participantes deberían ir a realizar examen extraordinario de todos los módulos como materia integral. O sea, el evaluar de manera independiente cada uno de los módulos es para beneficiar a los y las estudiantes, minimizando la dosis de materia por estudiar.

Después de aplicar el examen extraordinario para uno u otro módulo de la materia, el 100% de la población, por promedio ponderado pasa la materia de Ciencias Forenses, nadie reprueba.

En ningún momento se ha puesto en riesgo la beca dada por la institución a las personas participantes del programa. El personal de la Unidad de Capacitación responsable de esta situación ha actuado siempre en beneficio de las personas participantes, de ahí que los resultados fueran positivos. Lo que se está impartiendo es capacitación de servicio y lo que interesa no es reprobar, sino que aprendan.  

Esta Unidad de Capacitación ha sido respetuosa de las consultas surgidas, quien por escrito o verbalmente ha respondido de manera oportuna, en forma personal grupal e individual, aclarando lo relacionado al sistema de evaluación, aprobación de materias y la capacitación en general, de quienes integran un programa durante su formación.”
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Luego de una deliberación por parte de los integrantes de este Consejo Directivo, se decide por unanimidad denegar la petición a los estudiantes del “LXII Programa Formación Básica en Investigación Criminal”, basado en que:

· De acuerdo a lo manifestado por la Sra. Kattia Campos Zuñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en oficio EJ-CAP-337-2012, el primer día lectivo se les hizo entrega de un planificador con los detalles del Programa y el sistema de evaluación de cada una de las materias.

· Que en relación con el curso de Ciencias Forenses, se hizo aclaración oportuna del error en el comunicado por parte de la coordinadora del Programa y se les explicó el sistema de evaluación, haciendo entrega del cronograma de exámenes.

Es por lo anterior que se estima adecuada la decisión adoptada por la jefatura de la Unidad de Capacitación del O.I.J. y se mantiene el acto impugnado.  
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SE ACUERDA:  Por unanimidad, denegar la petición a los estudiantes del “LXII Programa Formación Básica en Investigación Criminal”.   ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII

El Sr. Juan  Carlos  Wintter Agüero, participante del Programa de Formación Inicial de Aspirantes a la Judicatura, remite al Consejo Directivo, recurso de apelación contra resolución dictada en el procedimiento disciplinario académico EJ-EXPDISC ACAS-01-2012, que dice: 

 En tiempo y forma me presento ante ustedes, a interponer formal recurso de Apelación contra la Resolución  dictada a las 11 horas del día 15 de noviembre del  2012,  por el Órgano Director del procedimiento, seguido en  mi contra, que fue notificado a mi persona el día viernes 17 de noviembre del 2012,   mediante correo electrónico, con base en los siguientes aspectos

PRIMERO: Durante todo el procedimiento disciplinario académico  tramitado en mi contra, se han venido presentando una serie de yerros procesales, que  han tenido como consecuencia, que  haya quedado en  completa indefensión. A pesar de que  durante todo el procedimiento, tanto en la contestación al traslado de cargos, como   en la audiencia misma, y en las conclusiones realizadas, los haya  reclamado mediante los instrumentos procesales respectivos, los mismos no fueron contestados por el Órgano Director, ni antes de dictar la resolución final ni cuando dicta la misma.

SEGUNDO: El día 08 de octubre del 2012, se me notifica,  a las 9 horas con 10 minutos,  la apertura de este procedimiento disciplinario académico en mi contra.  En dicho  auto, se me indica que se me  abre dicho procedimiento,  con base en una denuncia interpuesta por   mis compañeras y compañero, Patricia Quesada Alpízar,  Manuel Loría Corrales y Graciela  Arguedas Rodríguez, así como por la servidora de la Escuela Judicial, señora   Marisol Barboza Rodríguez,   por   haber desplegado conductas de irrespeto y de desconsideración en contra de los tres primeros y por falta de respeto en el caso de  la señora Barboza.  De ambas faltas,  quedó  plenamente demostrado en la audiencia que la primera falta no se dio, como consta  en la prueba digital aportada, (correos electrónicos)  prueba   testimonial rendida por los mismos  denunciantes y la prueba rendida por los testigos de descargo. Los testigos de cargo,  no pudieron precisar ni el lugar ni el día de los hechos, y tanto Graciela como Manuel indicaron que  tanto Patricia como mi persona,  habíamos tenido un conflicto y nos habíamos gritado.  La condena se da supuestamente por  la segunda falta: el  irrespeto a la señora  Marisol Barboza.  No obstante, en el auto final del procedimiento apelado  se me condena por faltarle el respeto a la señora  Barboza Rodríguez  y actuar en forma altanera, situación ésta última que ni tan siquiera  se había intimado y que como  veremos no sé  dio.

 TERCERO: VICIOS DE NULIDAD DEL EXPEDIENTE:  El  expediente administrativo,  debe ser llevado en forma cronológica, para  resguardar la trasparencia del mismo. En el caso que nos ocupa, el expediente EJ- EXPDISC. ACAD-01-2012, carece de dicho orden cronológico.  En el folio 1, aparece un correo electrónico  en que  el Órgano Director, ordena a don Mateo Ivankovich, el inicio del procedimiento “sancionador” en contra de “este señor”, refiriéndose a mi persona.  Y se adjunta la nota firmada por los estudiantes denunciantes. (Folios 2 al 5).   Dicha nota está dirigida a la Señora Katia Escalante  Barboza, con fecha 18 de setiembre del 2012.  Dicho correo a pesar de ser del día 03 de octubre del 2012, no señala nada acerca de la segunda falta, de la falta de respeto contra doña Marisol Barboza.  Luego, a folio 6, a parece un correo enviado el 03 de octubre del 2012  donde se adjunta el informe que la señora doña Marisol Barboza realizó con respecto a la situación investigada  el día 12 de setiembre del 2012. ¿Cómo es que doña Marisol realiza el informe el 12 de setiembre del 2012,  y la denuncia formal es de fecha 18 de setiembre del  2012? Evidentemente, existe una contradicción.   Posteriormente, se da el traslado de cargos en esa misma  fecha 03  de octubre del 2012,  se señala para el 18 de octubre del 2012, se  notifica a mi persona el  08 de octubre del 2012,  obviamente sin los 15 días de anticipación que señala el artículo  311 de la Ley General de la Administración Pública,  como lo hice ver en el traslado de cargos, que el Órgano Director corrige a mi solicitud, y que minimiza en la resolución final diciendo simplemente que la audiencia se realizó en el plazo de ley.

CUARTO: VICIOS DE  NULIDAD EN EL   AUTO DE APERTURA AL  NO INTIMAR E IMPUTAR LOS HECHOS: 

 El procedimiento administrativo, en este caso académico,  tiene como objetivo primordial  obtener la verdad real de los hechos. Por su carácter sancionador,  debe necesariamente indicársele al encausado la falta a la que se expone.  El artículo 28 de  la Ley de la Escuela Judicial, establece claramente las faltas a las que se exponer un alumno, cuales son: a) Advertencia o apercibimiento. b) Reprensión, c) Expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevará la retención del salario como estudiante. ch) Expulsión definitiva. Nunca se me indicó a cual sanción me exponía, a pesar de  las consecuencias que implican para mi persona, para mi labor profesional y para mi familia. Se  enlistaron como fundamento para la apertura de este procedimiento, únicamente  los artículos 15 inciso b, 27 y 28 de la Ley Orgánica del  Poder judicial y la Clausula Decimotercera del Contrato de  Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura.  Se señala como faltas a investigar, la falta de respeto, pero en ninguno de los  hechos se señala en forma objetiva en que  consistió dicha falta, se me acuso de una falta sin delimitar la misma, sin elementos esencias  que determinaran en qué consistía la falta ( al gritarle tal cosa……, al manifestar tal otra…………….,etc), elementos que permitan determinar que efectivamente la  faltaba de respeto a la persona que se decía.   No obstante, en los hechos que fundamentaban dichas faltas, nunca se indicaron las condiciones de modo, tiempo y lugar en que sucedieron, lo que me dejó en una clara indefensión, situación que se le hizo ver al Órgano Director en todo momento por parte de la defensa. Por otro lado, y como se le hizo ver al  Órgano Director del procedimiento, en este auto de apertura nunca se me imputaron los hechos adecuadamente, ni se me indicó la posible sanción a la que me exponía con este proceso. La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  señala en la Resolución 2011 003798,  de las quince horas y treinta  y cuatro minutos del día veintitrés de marzo del dos mil once que:  “ SOBRE  LA INTIMACION E IMPUTACION DE CARGOS: En lo que a este derecho respecta es, particularmente, ilustrativa la sentencia Nº 1996-03929 de las 15:42 hrs. de 31 de julio de 1996, que en lo que interesa, dispone lo siguiente:  (…) El principio de intimidación expuesto en dicha sentencia, significa el derecho de ser instruido (sic), de los cargos que se le imputan a cualquier persona o personas, y el principio de imputación, el derecho a tener una acusación  formal, en el sentido de individualizar a cada uno de los imputados que se pretende someter al proceso, describir en forma detallada, precisa y claramente el hecho que se le acusa y hacer una clara calificación legal del hecho, señalando incluso los fundamentos derecho de la acusación y CONCRETA PRETENSION PUNITIVA. (…) CASO CONCRETO: (…) En este sentido, considera esta Sala que pese a  que en el auto inicial  se describe en forma detallada, precisa y claramente lo reprochado al amparado, se echa de menos la calificación legal de los hechos imputados, los fundamentos de derecho y las consecuencias  jurídicas  que podrían  suponer para el investigado el que se le declare como  responsable de los   hechos que se le imputan. Dichas omisiones, aprecia este Tribunal, colocan al  amparado, en un estado, que le impiden al amparado ejercer, debidamente,  su defensa. Bajo esta inteligencia, se estima que se  produjo el agravio reclamado. ”

Todas  estas inconsistencias  se presentaron en este auto de apertura, (el cual fue argumentado de nulo por la defensa),  ya que no se precisaron en los hechos las   condiciones de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron, y NUNCA SE INDICÓ LA SANCIÓN A LA QUE  ME EXPONÍA CON ESTE PROCEDIMIENTO  EN FORMA EXPRESA, a pesar de la tensión y de la clara incertidumbre que me ha generado.  Por otro lado, los  hechos como veremos, son apreciaciones totalmente subjetivas, y más que hechos constituyen  opiniones  totalmente prejuiciadas.

QUINTO:    VICIOS  DE LAS DECLARACIONES DE LAS SEÑORAS MARISOL   BARBOZA RODRIGUEZ Y DE  KATIA ESCALANTE BARBOZA. 

Como se aprecia a folio 2 del expediente, la señora Marisol Barboza Rodríguez, realizó el informe de la situación  que originó este procedimiento, y se lo dirigió a la señora Katia Escalante Barboza.    Ambas testigos, a pesar de haber conocido de las supuestas faltas que se endilgan e investigan con anterioridad, proceden a ser tomados como testigos de cargo. Era evidente que  la señora Barboza Rodríguez había conocido previamente todos los hechos en  función de su cargo y fue ella la que realizó  el informe que sirvió de investigación preliminar en este caso, por lo que era una testigo de referencia, que todo lo que narró era de oídas  y que indicó una serie de  hechos que durante la audiencia se comprobó nunca dijeron los testigos, siendo su posición como testigo totalmente parcial, complaciente, máxime si valoramos que todas las preguntas del Órgano Director  se plantearon de forma considerativa. Al inicio de la audiencia, se  opuso por parte de la demanda a que el informe que la señora Marisol Barboza, se utilizara como  base o investigación preliminar para este procedimiento, porque  era necesario determinar si su función como testigo iba a ser  en relación a la primera falta, en relación a la falta que ella denunciaba o  como funcionaria  que   “ únicamente realizaba su trabajo” a la hora de elaborar el informe, dado que  considerábamos nulo dicho informe, sin embargo don Marvin indicó que lo  resolvería en el acto final, lo cual no hizo. 

La testigo Escalante Barboza,  fungió como Órgano Director de este procedimiento, firmando autos  de trámite, y    también rinde declaración.  Conoció de todos los hechos previamente,  mediante el informe enviado por los denunciantes  (Patricia, Graciela y Manuel)  a su persona el día 18 de setiembre del 2012. Y  además, fue una testigo llamada por el Órgano Director al procedimiento, sin  justificar su uso, como prueba para mejor resolver, aunque no había terminado la audiencia, sin darme audiencia sobre la incorporación de dicho testigo,  sin un auto que justificará su uso como tal,   a pesar de la abundancia de prueba, simplemente era  una forma de darle veracidad al testimonio de la señora Marisol Barboza, lo que contraviene el artículo 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece que:

“En la calificación de las probanzas, el órgano disciplinario se atendrá a lo que se encuentre consignado en el expediente y, en caso de duda, deberá resolver a favor del servidor, desestimando  la causa disciplinaria y archivando el expediente; en ningún caso, podrá imponer más de una sanción por los mismos hechos; y tan solo se podrán imponer las sanciones que establece esta ley.”

  La señora Katia Escalante Barboza es una testigo  que no  puede ser tomada como tal, porque como se  observa en el video en la continuación de la audiencia del 14 de noviembre del 2012,  alrededor de los 7 minutos y 11 segundos, no presentó su cedula, no se identificó. Fue una testigo complaciente,  que desde que entró a la sala sabía a que se iba a referir, tan es así que preguntó: si solo se refería a lo de la adecuación curricular “que tomamos”, o a la situación con Marisol, o a  todo. Que se limitó a decir que  “Marisol me dijo” o “Marisol me contó”, que para algunas cosas escuchó lo que sucedió entre Marisol y mi persona, pero para otras no  escuchó absolutamente nada.  Que se  atrevió a señalar,  “es que yo creí”, dando apreciaciones personales. Que le dijo al Órgano Director, ¿usted sabe como es  Marisol?, pregunta o afirmación  improcedente, pero que denota la  posición de confianza y de beneficio de  la testigo.  Testigo que se toma la atribución de  comparar la situación de  mi persona con las compañeras y compañero que se demostró no se dio,  con una situación de violencia intrafamiliar.   Dicha testigo fue parte de toda esta situación, tan es así que indicó que la adecuación curricular, “que tomamos”, doña Marisol y yo en  contra de don Juan Carlos, que evidentemente quedó demostrado en todo el procedimiento me perjudicó, y no me beneficio, porque como dijo Marisol, no era para beneficiarme a mi ( sería como premiarme), si no para resolver la situación  apremiante. 

QUINTO: LEGITIMACION PARA IMPONER SANCIONES Y  RECOMENDAR ADECUACIONES   DENTRO DEL MARCO  DEL FIAJ

Como ya se indicó este procedimiento administrativo  académico surge por una denuncia, en las cual unos compañeros  de mi persona, se  manifestaban molestos porque no podían “supuestamente laborar con mi persona”.  De conformidad con el Macro Diseño FIAJ,  en el punto 11.2.1, le corresponde al Director de la   Escuela,  resolver en primera instancia los asuntos de carácter disciplinario. En el momento en que se dan los hechos, día 12 de setiembre del 2012, el señor  director de la Escuela Marvin Carvajal Pérez, se encuentra  fuera del  país y el señor Mateo Ivancovich  en virtud de ser el subdirector en ese momento, ostenta  el puesto de Director. Ante esa situación, yo  acudí ante dicho señor para que solucionara la situación presentada,  me escuchó y a la fecha no resolvió nada.   Ese mismo  Marco, en el punto 11.2.2, y en el 11.2.3, le dan las funciones a doña Katia Escalante, como coordinadora y a Marisol Barboza, en la parte de metodología, pero en cuando al programa, y al diseño curricular, pero no señala dentro de sus funciones imponer a los estudiantes sanciones,  adecuaciones o dar soluciones, al contrario acto seguido se indica que son funciones de los FACILITADORES: 

Atender y solventar las inquietudes y necesidades de las y los aspirantes en cuanto a los aspectos teórico-prácticos de los módulos y talleres.

Orientar a las personas aspirantes sobre la forma, persona o área que pueda resolver las dificultades logísticas que se presenten.

Participar en el proceso de evaluación y autoevaluación del programa e implementar las recomendaciones y los cambios sugeridos.

Si la testigo Marisol Barboza, como refiere, Katia Escalante, me impuso una adecuación curricular, mediante recomendación  de la  señora Marisol Barboza, la persona legitimada para atender y solucionar ese problema era el facilitador del curso no ninguna de las personas anteriores.

Por otro lado,  el señor Ivankovich, firmó actas de notificación el día 08 de octubre del 2012, ya encontrándose nombrado  como  juez, como se observa en todas las citaciones para la primera audiencia, folios 19, 24-25.  

Como se ha señalado  durante todo el proceso a mi persona se me impuso una sanción previa, llámese adecuación curricular o medida conductual, es una sanción, “TRABAJE SOLO PORQUE CON USTED GRACIELA, PATRICIA Y MANUEL NO PUEDEN TRABAJAR.  Dice la sentencia que el poder judicial es  autónomo en esa materia y no se rige por los lineamientos que señala el Ministerio de Seguridad Publica.   No obstante, doña Marisol Barboza, cita en su informe, donde recomienda la medida conductual,   en el punto 3 de su bibliografía un libro del Ministerio de Educación.  En este caso, la testigo Barboza y la testigo Escalante se contradicen con respecto a la supuesta adecuación curricular, porque mientras la primera señala que es una medida conductual, que no puede ser una medida curricular, la segunda señala que es un adecuación curricular,  por lo que no se puede arribar a la conclusión de que era una u otra. Lo que sí es evidente, es el carácter punitivo de la medida adoptada, por lo que es lógico considerarlo como una sanción y en ese sentido inferir que  las conductas investigadas ya  habían sido sancionadas, por lo que ya se había interpuesto  la  Excepción de Non bis In Idem. Porque si era una medida de urgencia, homologa a una medida cautelar, debido seguir el procedimiento necesario para solucionar este tipo de situaciones, como se hace en proceso de hostigamiento sexual o laboral, reubicando al agresor en otro lugar mientras se desarrolla el  procedimiento, en este caso, pudo ser en otro grupo o  solo, pero siguiendo las reglas que señala la Ley de Administración Pública al respecto,   para resguardar el debido proceso, de lo contrario, se convierte en una sanción.

LA VALORACION DE LOS ASPECTOS DE FONDO  EN EL ACTO FINAL.

Con el propósito claramente de darle veracidad al testimonio de Katia Escalante Barboza (aunque indica Katia Barboza),  el Órgano Director le da plena veracidad al testimonio de dicha testigo, que como dijimos es totalmente  complaciente. Dándole merito a la afirmación de la  testigo de que “temió que la situación se  pudiera salir de  control”, debido a los gritos   y a la actitud agresiva de mí persona.   Estas   apreciaciones de la testigo, llegaron  a ser  tan evidentes, que a la pregunta de que como determinaba que una persona estaba enojada, dijo que con verla, sin embargo, todos nos enojamos de forma muy distinta. También repitió lo poco que escuché, en varias oportunidades, pero  luego refirió  detalles de lo que escuchó, sin embargo no pudo precisar más que cuatro frases que dije: Yo no estoy de acuerdo,  usted es una persona arbitraria, yo no se porque ustedes le ponen atención solo a ellas…., De esas  frases, no se denota ninguna  falta de respeto, máxime si se valora que no se pudo  demostrar en el procedimiento que la primera falta se  cometió, al contrario se demostró mi total inocencia en relación a la misma.  

LA SANCION INTERPUESTA:

Pese a que sostengo y reitero que nunca incurrí en la falta de que se me endilga, considero que la sanción que el Órgano Director me impone, no corresponde a lo que establece el artículo 193 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que la considera como falta leve: 

“1.- la falta de respeto o la desconsideración de un servidor judicial hacia otro, un abogado o cualquier otra persona, siempre que no constituya falta grave.”

Tampoco guarda proporción la sanción impuesta por el Órgano Director con lo que establece el artículo 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece que las faltas leves solo podrán sancionarse con advertencia o amonestación escrita.

Nunca se me advirtió durante el proceso que me exponía a este tipo de sanciones. Los parámetros de la misma no han sido definidos, y en un proceso de formación como el FIAJ,  una suspensión de 10  días, (suponemos naturales, ya que  no se indicó fueran hábiles)  constituye una expulsión solapada del programa.  Porque al expulsarme no podré durante esos diez días acceder el aula virtual y presentar mis trabajos, al no poder presentarlos perderé los puntos y con ellos el programa, lo cual traerá  implicaciones  financieras, familiares  y profesionales para mi persona. 

Faltas como éstas, si es que se le quiere dar  veracidad a la misma, han sido sancionadas con apercibimientos, no con suspensiones.  Máxime si valoramos que  existe una relación entre ambas faltas, pues la primera era preámbulo de la segunda. Y si no se pudo demostrar que fui   desconsiderado e irrespetuoso  con mis compañeros y   compañeras, y que más bien como se demuestra con los  videos de correos, actué en forma  correcta; es evidente que la decisión tomada por la señora Marisol Barboza en asocio con la señora Katia Escalante, fue injusta, porque nunca había actuado de la forma que señalaba el informe, levantado por la misma Marisol. Y que esa injusticia, hizo que tratara de resolver mi situación  acudiendo a la persona que me podría resolver el problema, porque estaba desesperado, pero  para dicha señora solicitar ayuda ante una situación injusta, arbitraria para mí,  es irrespetuoso. Sin embargo, no pudo esta testigo señalar ninguna palabra, o frase irrespetuosa de mi persona. Se me sanciona por el tono de voz que poseo, y porque dos personas perciben que estaba enojado, se me sanciona por lo que las testigos perciben, pero no por lo que dije o hice.

PRETENSION:

Interpongo recurso de apelación para que en segunda instancia se declare:  - Que el auto de apertura  que da inicio al procedimiento administrativo académico es nulo, en virtud de la carencia de una intimación e imputación adecuada de cargos y que por lo tanto es nulo todo lo actuado posteriormente.- Que se declare la nulidad del testimonio de la señora Katia Escalante Barboza, quien fungió como Órgano Director y testigo en el proceso, y además nunca se le solicitó la  cédula para su identificación,  además de que no estaba dentro de sus funciones como coordinadora, intervenir en un proceso de queja, que como ella dijo, era de carácter disciplinario, materia reservada al Director o Subdirector de la Escuela.  – Que se declare la nulidad del informe levantado por Marisol Barboza, porque no se encontraba legitimada de acuerdo con el  Macro FIAJ para levantarlo.  Que  se declare con lugar la apelación del auto final respectivo, toda vez que en dicho auto no  se analizan en ellos  los hechos  de forma objetiva,  no se  valora la totalidad de la prueba ( no se habla nada en relación con los correos, prueba digital, presentada en la audiencia del 14 de noviembre del 2012)   y no se resuelven las incidencias planteadas por la defensa; y que en consecuencia se declare que no soy responsable de la  falta que se me acusa, que se declare mi inocencia y que se ordene el archivo del expediente y que se condene al Estado en este proceso.ç”

 
NOTIFICACIONES:


Correo:  jcwintter @gmail.com
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SE ACUERDA: Que en relación al anterior recurso de apelación contra resolución dictada en procedimiento disciplinario académico EJ-EXPDISC ACAS-01-2012 contra Juan Carlos Wintter Aguero,  será analizada en una próxima sesión de este Consejo por cuanto  no se cuenta con el quorum necesario para su consideración, en razón de que el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial fue el Órgano Director del procedimiento y debió inhibirse.  ACUERDO FIRME.  

-0-

ARTÍCULO IX

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, informa a los miembros de este Consejo sobre la importancia de que las unidades de capacitación del Ministerio Público, la Defensa Pública, de Gestión Humana y Organismo de Investigación Judicial, presenten ante este Consejo sus respectivos informes de labores, correspondiente al año 2012 para su conocimiento y aprobación.

-0-

SE ACUERDA: Comunicar a las unidades de capacitación del Ministerio Público, de la Defensa Pública, de Gestión Humana y del Organismo de Investigación Judicial, que deben remitir al lunes 14 de enero del 2013, sus respectivos informes de labores correspondiente al año 2012 para el conocimiento de este Consejo.  ACUERDO FIRME.”

-0-

ARTÍCULO X

La Subcomisión Diversidad Sexual, en oficio del 23 de noviembre de 2012, suscrito a la Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta del Consejo Directo, indica lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, transcribo en lo que interesa el acuerdo tomado por la Subcomisión de Diversidad Sexual, en la sesión celebrada el 6 de noviembre del año en curso,  que literalmente dice:

“ARTÍCULO 2


Se procede a discutir y analizar las propuestas de misión y visión de esta subcomisión elaboradas por el doctor Javier Sandoval Leal, integrante de esta Subcomisión, tal y como fue acordado en la anterior sesión.  Luego de un amplio debate, entre otros aspectos se dispuso: Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con el ruego atento de que sea conocido en la sesión de ese Consejo a celebrarse el 27 de noviembre en curso, que se incluya en sus procesos formativos, el tema de los derechos de las personas sexualmente diversas. 

En relación con lo anterior, esta subcomisión estaría en la mejor disposición de brindar apoyo en el proceso.”

-0-

SE ACUERDA: En razón de que ya esta diseñado y aprobado los planes capacitación del 2013 de las Unidades Capacitación y la Escuela, trasladar la anterior solicitud de inclusión del tema de los “Derechos de las Personas Sexualmente Diversas”, para que cada de las Unidades de Capacitación analicen la metodología adecuada a seguir, y presenten una propuesta concreta para la siguiente sesión ordinaria de este Consejo Directivo.  ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO XI

La M.Sc. Karla Ramírez Quesada, Jueza Pensiones Alimentarias de Cartago, en correo electrónico del 03 de octubre de 2012, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, indica lo siguiente:

“Por medio de la presente le saludo e informo que soy alumna regular de la Especialización en Derecho de Familia. 

Asimismo, le comento que en la última reunión de la Comisión de Familia y de la cual figuro como integrante, la Magistrada Doña Eva Camacho, me comunica que fui escogida por el Consejo de Personal y autorizada por Consejo Superior en Sesión 81-12, artículo XXXVI, para asistir al Congreso Familiar las "Familias y los Desafíos Sociales" en Mar del Plata Argentina, con permiso con goce de salario.

Que si bien voy con permiso con goce de salario del 22 al 26 de octubre del presente año, fecha en la que se desarrolla el Congreso en Mar del Plata, pretendo sacar cuatro días de vacaciones para realizar un poco de investigación en Buenos Aires, aprovechar la coyuntura y la gran oportunidad que me da Dios y traer material de suma importancia para la redacción de mi tesis doctoral, misma que curso actualmente en la Universidad Estatal a Distancia, UNED y bajo el tema, el Derecho Alimentario en una economía en crisis. Influencia de factores, sociales, económicos y políticos.

Que ésta investigación sería materialmente imposible realizarla durante el desarrollo del Congreso por las exigencias académicas del mismo. Aunado a que la Doctora Doña Silvana Ballerín, me ofreció ayuda y llevarme a conocer la dinámica de su tribunal.

En razón de lo anterior, le solicito vehemente y muy respetuosamente, de acuerdo a las instrucciones que me dió Don Román Bresciani, se me autorice y justifique dos ausencias al cuarto módulo de la especialización de derecho de familia, sean 22 y 29 de octubre del presente año, a fin de poder participar en tan importante evento para mí.

Que para mí sería una lástima perder la especialidad por esas ausencias y a ésta altura, abandonar dicha especialidad me dolería mucho, empero, si no fuera posible el permiso y justificación solicitada, solicito se me autorice el retiro sin ninguna responsabilidad de mi parte.

Que si me dieran el permiso solicitado, me comprometo con la Escuela a compartir el material e información que les pueda servir, además, y como le dije a Don Diego Benavides, a colaborar como facilitadora del módulo de pensiones alimentarias para el próximo año, a fin de retribuir un poco de lo mucho que me ha dado la institución.”

-0-

SE ACUERDA: Avalar la anterior justificación.  Comuníquese al gestor o gestora del programa de Especialización en Derecho de Familia y a su especialista, para lo que corresponda. ACUERDO FIRME.

-0-

Se levanta la sesión a las once horas con quince minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda                 Dr. Marvin Carvajal Pérez

PRESIDENTE                                   
         DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL 

[image: image8.emf]

